
DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA
INFORME ANUAL 2020

DESGLOSE POR MATERIAS

67

6. MENORES EN SITUACIÓN DE ESPECIAL VULNERABILIDAD

desarrollar plenamente sus capacidades y están asociadas a un peor rendimiento educativo y a un 
mayor abandono escolar temprano.

Está demostrado que el alumnado que proviene de hogares situados en el 20 por 100 más pobre 
de la distribución de renta, tiene siete veces más posibilidades de abandonar tempranamente el 
sistema educativo, que aquéllos que pertenecen al estrato de mayor renta. Una desigualdad de 
oportunidades manifiesta que pone en jaque sus posibilidades de completar un nivel de estudios 
suficiente que permita, a su vez, acceder a un empleo de calidad y romper con el círculo de la exclusión 
y la pobreza.

La transmisión intergeneracional de la pobreza en España ha sido estudiada por el Instituto Nacional 
de Estadística (2008, 2011) y la Fundación FOESSA (Flores, Gómez y Renes, 2016). Las circunstancias 
de pobreza que vivieron las personas en su adolescencia influyen en el nivel académico y en 
la posición económica que han logrado alcanzar de adultas. El nivel formativo de los padres 
influye en las tasas de pobreza de las personas adultas (Flores, Gómez y Renes, 2016), al igual que la 
frecuencia de problemas económicos padecidos durante la adolescencia (INE, 2008)9. 

El 80 por 100 de los niños y niñas que viven en la pobreza serán adultos pobres. La pobreza tiene 
una sombra tan alargada que alcanza generaciones. 

Por otro lado, el concepto de pobreza infantil ha experimentado un sustancial cambio y ha 
pasado a ser un fenómeno mucho más amplio y cercano a nuestra realidad. Según Unicef10, 
«Los niños y las niñas que viven en la pobreza sufren una privación de los recursos materiales, 
espirituales y emocionales necesarios para sobrevivir, desarrollarse y prosperar, lo que les impide 
disfrutar sus derechos, alcanzar su pleno potencial o participar como miembros plenos y en pie de 
igualdad de la sociedad». 

Por tanto, la pobreza trae aparejada otra serie de procesos no solo económicos sino también 
sociales, que condicionan la existencia de las personas. En este sentido, que un niño o niña sea 
pobre no significa necesariamente que pase hambre, pero sí tener mayores posibilidades de estar 
malnutrido. No significa no poder ejercitar el derecho a la educación, pero sí tener más posibilidades 
de abandonar tempranamente los estudios. No significa carecer de atención sanitaria, pero sí tener 
dificultades para el pago de medicamentos o el acceso a determinadas atención especializada. No 
significa siempre carecer de vivienda, pero sí vivir en sitios hacinados y no confortables. No significa 
estar excluido socialmente, pero sí hacer más complicadas las relaciones sociales con sus iguales, 
generando sentimientos de inferioridad por no poder acceder a determinados objetos y servicios 
como el resto de sus iguales.

6.2.2 ¿Cómo afecta la pobreza al ejercicio de los derechos de la infancia y adolescencia?

La pobreza en la infancia afecta negativamente al niño en todos los ámbitos de su vida cotidiana 
y condiciona irremediablemente sus derechos, dejando vacías de contenido muchas de las 
solemnes proclamas y principios contenidos en la normativa de todos los ámbitos (internacional, 
nacional y autonómico). 

Viene al caso que recordemos la proclamación reconocida en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos al señalar como aspiración más elevada de los seres humanos el que todos, liberados del 
temor y de la miseria, puedan disfrutar de la libertad y vivir con dignidad. Pero la pobreza y la miseria 
van de la mano del temor y la inseguridad. No es posible gozar de la libertad cuando se vive bajo la 
amenaza del miedo y la pobreza.

Analicemos cómo la situación de pobreza afecta al efectivo ejercicio de los derechos reconocidos a 
la infancia y adolescencia. 

9 Observatorio de la Infancia en Andalucía. “La pobreza vivida. Experiencia de los niños, niñas y adolescentes en Andalucía”. 
Ver nota 3.

10 UNICEF: “Estado Mundial de la Infancia. La infancia amenazada”https://www.unicef.org/spanish/publications/files/
SOWC_2005_(Spanish).pdf

https://www.unicef.org/spanish/publications/files/SOWC_2005_(Spanish).pdf
https://www.unicef.org/spanish/publications/files/SOWC_2005_(Spanish).pdf
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1.- Pobreza versus derecho a la salud: Niños y niñas que viven en pobreza sufren con 
mayor frecuencia malnutrición y obesidad que aquéllos que viven con familias con niveles 
superiores de renta. La razón es que los primeros suelen realizar menos ejercicio físico y se 
nutren peor.

Asimismo, la precariedad económica de las familias supone un condicionante para el uso 
de determinados servicios médicos especializados que no se encuentran plenamente 
incluidos en la Cartera de servicios del Sistema Sanitario Público. Es el caso de la atención 
odontológica. Andalucía cuenta con un destacado programa de atención bucodental infantil 
pero, a pesar de sus innegables bondades, este servicio público es limitado y deja sin cubrir 
algunos problemas dentales y sin los servicios y atenciones los mismos. Ello significa, en 
definitiva, que los niños de familias con mayores dificultades económicas tienen muchas 
más probabilidades de que sus necesidades de atención bucodental se queden sin atender.

Y lo mismo acontece con el acceso a los medicamentos. La participación económica del 
usuario en la adquisición de medicina sobre el precio de venta puede afectar a la salud de 
los menores de edad de familias con escasos recursos económicos ante la imposibilidad de 
adquirir determinados productos por su coste que, aunque no sea excesivamente elevado, 
supone un reto para los exiguos ingresos familiares. 

Por otro lado, son muchas las voces que han señalado cómo la pobreza afecta de forma 
negativa y transversal a las condiciones de vida de las personas que la sufren, y que la pobreza 
extrema es tal vez la más devastadora para su calidad de vida y la que más imposibilita el 
ejercicio de sus derechos, minando de forma decisiva su salud mental (Pitillas 2012). 

Algunas investigaciones también advierten de que la exposición de los niños muy pequeños 
a un trauma repetido, puede tener efectos profundos y duraderos en su salud mental 
(Lieberman, 2011). Los mayores incrementos en la prevalencia de la depresión severa se 
observan entre adolescentes víctimas de la desigualdad y la pobreza (Torikka et al., 2004). 
Sobolewski y Amato (2005), en este sentido, llegaron a la conclusión de que las dificultades 
durante la infancia, comprometen las relaciones interpersonales y determinan de forma 
significativa en el bienestar durante la edad adulta11. 

Pues bien, las carencias persistentes en la atención a la salud mental de la infancia y 
adolescencia conducen a desigualdades para los hijos de familias socialmente más 
desfavorecidas ya que, debido a sus limitaciones económicas, dependen exclusivamente 
de la sanidad pública para recibir asistencia. Una atención que se ve condicionada por 
la saturación de las Unidades de Salud Mental Infanto Juvenil (USMIJ) y por otros déficit 
en este ámbito sanitario12. En cambio, las familias con mayores capacidades económicas 
podrán hacer frente a los gastos que conlleve la atención a los problemas de salud mental 
de sus hijos contratando los servicios de profesionales en el ámbito privado, especialmente 
profesionales de la psicología o psiquiatría.

2.- Pobreza versus derecho a la educación: Muchas investigaciones destacan cómo los 
niños y niñas que conviven en familias con bajos niveles de renta también tienden a encontrar 
situaciones adversas que afectan negativamente a sus rendimientos educativos. La pobreza 
implica que existan carencias en el hogar y, a pesar de la buena voluntad de los progenitores, 
se pueden dar situaciones en que niños y niñas tienen déficits en instrumentos necesarios 
para su educación tales como un espacio propio para estudiar, escritorio, o carecen de 
material escolar, ordenador, o conexión a internet, entre otros. 

Por otro lado, la escasez de recursos hace que las familias otorguen prioridad a gastos que 
consideran más perentorios, desechando gastos relativos a la educación de los hijos menores 

11 Caparrós, F.J y Gelabert, M: “Pobreza y vulneración de los derechos en la infancia”. Revista de Educación Social núm. 20, 
Enero 2015. https://eduso.net/res/wp-content/uploads/2020/06/Pobreza_res_20.pdf

12 Defensor del Menor de Andalucía. Informe Anual 2012. Capítulo 5. http://www.defensordelmenordeandalucia.es/sites/
default/files/IAM_2012_publicado.pdf

https://eduso.net/res/wp-content/uploads/2020/06/Pobreza_res_20.pdf
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/sites/default/files/IAM_2012_publicado.pdf
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/sites/default/files/IAM_2012_publicado.pdf
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a su cargo. Y la precariedad económica puede llegar a ser un obstáculo casi insalvable en 
hogares con niños en etapas educativas no obligatorias donde se han de asumir los gastos 
no financiados por el sistema público unido a la renuncia a los posibles recursos que pudiera 
aportar el menor por la realización de alguna actividad remunerada.

Además, los entornos urbanos degradados en que habitan estas familias tampoco favorecen 
los progresos educativos. El clima social no es propicio para la formación y el estudio, no es 
infrecuente que se conviva en entornos donde la educación y el esfuerzo formativo no se le 
otorga un valor simbólico de éxito social. Las escuelas situadas en estos barrios reflejan dicha 
problemática social y al mismo tiempo no siempre disponen de recursos especializados y 
suficientes para hacerles frente.

El abandono temprano afecta también a los menores de familias con rentas más bajas. 
Estos niños y niñas tienen altas probabilidades de carecer de apoyos y referencias y se 
ven abocados a dejar los estudios y a ingresar en un mercado laboral que puede ofrecerle 
escasas posibilidades, con un empleo no cualificado. 

Y una última cuestión es la relativa a la capacidad de los progenitores de prestar apoyo y 
controlar los progresos de sus hijos o hijas. Además de las carencias en cuanto a formación 
que se aprecian conforme se desciende en el nivel de renta, también aparece con fuerza 
la conocida como brecha digital, esto es, la inadaptación de los progenitores a la nueva 
sociedad del conocimiento en que se encuentran los menores de edad, y que les aleja de-
finitivamente de toda posibilidad de influir decisivamente en el devenir de sus progresos 
educativos.

Es evidente que la pobreza y la marginación social se aprecia con mayor virulencia en aquellas 
zonas de las ciudades en que se concentra población que comparte dichas características. 
Existen barrios con viviendas, muchas de ellas deterioradas, en las que el hacinamiento y la 
carencia de dotaciones son el denominador común.

En dichos barrios se produce un choque entre el sistema educativo normalizado y las 
necesidades y expectativas de la juventud. Niños, niñas, y jóvenes acuden a los centros sin 
una motivación clara del porqué ni la repercusión de la formación en sus vidas. Obtienen 
conocimientos y modelos de vida que no concuerdan con la realidad en la que viven. Es 
frecuente que en sus familias sufran problemas de desempleo y que el trabajo al que puedan 
acceder sea precario u ocasional.

3.- Pobreza versus derecho a una vivienda. Los gastos derivados de la vivienda suponen 
una carga considerable para los hogares españoles, especialmente para los hogares con 
personas menores de edad. Las dificultades económicas de las familias pueden llevar a la 
pérdida del hogar por impago de las cuotas de la hipoteca o del alquiler y los desahucios 
tienen consecuencias notables para los niños y niñas implicados, afectan a su calidad de vida 
y a su bienestar emocional. 

Año tras año esta Institución viene poniendo de manifiesto cómo la carencia de una vivienda 
conlleva exclusión social, con incidencia muy negativa en todas las personas afectadas por 
esta situación, de manera muy singular en los colectivos más vulnerables, entre los que se 
encuentran la infancia y adolescencia.

La pobreza sin lugar a dudas incide en una etapa crucial de la vida de la persona, cual es la de 
su crecimiento y formación, y condiciona la disponibilidad de un lugar de residencia adecuado 
que a su vez sea la base sobre la que garantizar el cumplimiento de otros derechos básicos 
como el respeto a la intimidad, el derecho al descanso, a disfrutar de una vida familiar, a 
formarse y educarse con dignidad.

Tales derechos de cualquier persona en edad infantil o juvenil quedan especialmente 
comprometidos cuando nos encontramos en supuestos de infravivienda o chabolismo. Si 
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duras son las condiciones de vida de las personas que se ven en esa situación mucho más 
cabe decir de quienes por su edad dependen de personas adultas para su sustento y demás 
necesidades básicas. Y en dichos entornos se produce un círculo vicioso. Las carencias que 
se aprecian en los hogares familiares se trasladan a los lugares públicos de socialización, 
sin disponer de dotaciones básicas o servicios públicos esenciales, tales como parques, 
zonas de ocio, dotaciones sanitarias, educativas o centros sociales. Lo que existe suele 
encontrarse deteriorado e invita a comportamientos marginales, alejados de un estándar 
de vida normalizado.

También hemos de destacar los perniciosos efectos que causa en la infancia la pérdida 
de un bien tan necesario como es la vivienda cuando la familia carece de recursos para 
seguir sufragando el pago de aquella. Nos referimos a los desahucios. Según los expertos, 
rabia, tristeza, ansiedad, negación y una profunda sensación de derrota son los principales 
sentimientos que afloran cuando se pierde este bien. El desahucio estigmatiza mentalmente 
y en ellos macera una generación con un gran resentimiento social, que se debate entre el 
rechazo a la sociedad o a sí mismos. El desahucio, en definitiva, atenta contra un pilar básico 
del ser humano. 

El proceso es además lento y desgarrador. Se reciben requerimientos de los bancos y 
notificaciones de los juzgados, se incrementa la tensión familiar y con ella los conflictos, y a 
los distintos miembros de las familias les embarga un profundo sentimiento de miedo a lo 
inevitable. Y todo ello a pesar de los múltiples esfuerzos realizados. Así, no es infrecuente 
que estas personas demanden auxilio a amigos y familiares, o contraigan nuevas deudas 
para hacer frente a las antiguas. Pero también son muchos los sacrificios familiares que se 
realizan en estos casos y que comienzan, por regla general, por una drástica reducción de 
gastos de alimentación, de ropa, de electricidad, teléfono, o de actividades de ocio, entre 
otros. 

Pero es más, si la familia afectada tiene hijos, el proceso de desahucio puede llegar a 
comprometer su concepto de la sociedad. Algunos especialistas apuntan a que uno de los 
costes más evidente es el producto de una generación antisocial, en la que los niños se ven 
obligados a rechazar, bien a sus padres, en los que depositan su confianza, o rechazar a una 
sociedad que manda a una policía a sacarle de su casa junto con sus padres, un hogar al que 
ya no pueden volver. Cuando estos niños y niñas se alinean con sus padres, nos encontramos 
ante toda una generación creciendo con un resentimiento importante ante una injusticia.

Por si lo anterior no fuera suficiente, con la pérdida de la vivienda los niños además pierden 
su elemento material de cobijo y resguardo. Su casa es su referente de vida y de relación 
con el entorno. La vivienda es su escenario vital, su lugar de convivencia y desarrollo. Su 
domicilio es determinante para su vida escolar, sus relaciones entre iguales y su propio 
entorno urbano. Las nuevas adaptaciones impuestas por el cambio de vivienda pueden 
generar situaciones de aislamiento e, incluso, fracaso escolar. 

Quedarse sin casa es quedarse sin la seguridad de un lugar donde ir, de un espacio propio 
donde crecer, jugar y aprender. En los casos más graves puede llegar, incluso, a implicar 
separarse de los padres porque, aunque se les quiera, no pueden ofrecerles un hogar. En 
el mejor de los casos, algunas familias desahuciadas terminan viviendo en habitaciones 
realquiladas, o con los abuelos u otros familiares en espacios pequeños y hacinados. 
Unas formas de vida que los especialistas consideran que tienen efectos negativos en el 
crecimiento de niños y niñas.

Y no podemos dejar de mencionar cómo los estados anímicos de padres y madres pueden 
influir negativamente en la atención que prestan a sus hijos. La pérdida de confianza del 
adulto, la impotencia, rabia, tristeza, ansiedad o el estrés hacen que la relación entre la pareja 
y con los hijos se deteriore sensiblemente, repercutiendo en los cuidados y atenciones a 
éstos tanto afectivas como materiales.
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En los últimos años, especialmente tras el incremento de procedimientos judiciales de 
desahucios durante la crisis económica, se han producido importantes avances de diversa 
índole para evitar o suspender los lanzamientos cuando en los inmuebles se encuentran 
viviendo niños y niñas. Bien es cierto que se han ido adoptando medidas para ayudar a 
aquellas familias más vulnerables cuyo derecho a la vivienda se encontraba en serio peligro, 
pero todavía queda un largo camino por recorrer para extender esta tutela o protección a 
todos los colectivos vulnerables con personas menores de edad a su cargo. 

Es difícil conocer el alcance de los menores afectados por los procesos de desahucio por la 
ausencia de datos oficiales. Sin embargo, atendiendo a los datos del Consejo General del 
Poder Judicial (González-Bueno, Bello y Arias, 2012; Fundación FOESSA, 2013) las ejecuciones 
hipotecarias se dispararon en 2011, en dicho año la cifra de ejecuciones hipotecarias triplicó 
a la de 2007 y en 2010 el número de ejecuciones fue aún mayor. Entre 2014 y 2018 se han 
reducido un 80,2% las ejecuciones a personas físicas en España y un 72,1% en Andalucía. 
Las ejecuciones hipotecarias a personas físicas en Andalucía suponen en 2018 el 27,4% de 
las del España. No obstante, estas cifras no incluyen los desahucios por impago de la renta 
del alquiler de la vivienda, que en los últimos años superan a los derivados de ejecuciones 
hipotecarias.

El Observatorio de Derechos Sociales, Económicos y Culturales (2013) estima que viven 
niños y niñas en el 75% de los hogares que han contactado con Plataformas de Afectados 
por la Hipoteca por amenaza de desahucio. Los procesos de desahucio impactan en sus 
vidas (AA.VV., 2016). El trabajo de Ramis-Pujol (2013) recoge algunos de los efectos que los 
desahucios están teniendo en niños y niñas que los padecen y su reflejo, por ejemplo, en 
el deterioro del rendimiento escolar. UNICEF añade consecuencias como hacinamiento en 
su nueva residencia, posibles cambios de cuidadores, de ciudad o de país (González-Bueno, 
Bello y Arias, 2012)13 

4.- Pobreza versus derecho a la protección. Las circunstancias que rodean a la pobreza es 
la frecuencia del paro y la escasez de recursos económicos de las familias, produciéndose 
también una fuerte conflictividad social, siendo abundantes problemas como el alcoholismo 
o la drogadicción, las riñas intraconyugales y entre vecinos, o la violencia ejercida de modo 
gratuito sobre las personas más débiles.

Y en estas situaciones, las familias ven en los servicios sociales más que aliados para salir de 
la situación un posible peligro, con la espada de Damocles de la posible intervención para la 
retirada de sus hijos, culpabilizándoles de las carencias que sufren y añadiendo a su precaria 
situación el golpe moral y emocional que supone la retirada coactiva del menor del hogar 
familiar.

Se da la paradoja de que estadísticamente el Sistema de protección de menores ha venido 
interviniendo mayoritariamente en familias de extractos sociales más bajos, cual si la 
situación de pobreza determinara una despreocupación por la crianza de los hijos, dejándolos 
desamparados y haciéndolos víctimas de maltrato, siquiera fuera por omisión de los cuidados 
requeridos. Y no siempre es así, los estudios sociales muestran cómo el maltrato, los abusos, 
se dan en todos los sectores de la sociedad, pero ocurre que el control de las familias se 
produce de modo más intenso en aquellos estratos sociales más depauperados, aquellos 
que, por sus especiales circunstancias, son usuarios de los servicios sociales.

Cuando la intervención pública se produce, estas familias se deben enfrentar a procedimientos 
de indudable complejidad técnica que pueden afectar a los órdenes jurisdiccionales civil, 
penal y administrativo. Por un lado, se sustancian cuestiones civiles fundamentalmente 
referidas a los deberes inherentes al ejercicio de la patria potestad. En dichos procedimientos 
interviene la Administración, actuando como Ente Público de Protección de Menores, 
al incoar un expediente administrativo de protección sobre el menor en el cual, una vez 

13 Observatorio de la infancia en Andalucía. Ver nota 3.
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tramitado, se adoptan medidas en defensa de sus derechos, intereses y bienestar, medidas 
sobre las cuales los padres, titulares de la patria potestad, tienen el derecho de oponerse y 
recurrir. A esto hay que añadir que en determinados supuestos de maltrato se podrían dar 
los supuestos típicos de determinados ilícitos penales (lesiones, delitos contra la libertad 
sexual, etc.) cuya tramitación podría ser paralela e incluso simultánea a los procedimientos 
administrativos y civiles antes aludidos.

Además, las medidas de protección acordadas a favor de los niños suelen afectar por lo 
general a personas con pocas posibilidades económicas, usuarios en su mayoría de los 
servicios sociales municipales. La Administración no declara la situación administrativa 
de desamparo de una persona menor de edad con fundamento exclusivo en los escasos 
recursos económicos de sus progenitores, no puede, pero ello no es óbice para que la 
realidad de los datos muestre cómo las medidas de protección de menores afectan en su 
abrumadora mayoría a menores procedentes de familias con escasos recursos económicos.

Otra cuestión conexa es la paradoja de ciudadanos a quienes se les retira la tutela de 
sus hijos argumentando la Administración, entre otras circunstancias, sus calamitosas 
condiciones socio económicas, y al mismo tiempo se ven obligados a demostrar su precaria 
situación económica para poder beneficiarse del derecho a la asistencia jurídica gratuita, 
debiendo aportar a tales efectos múltiples documentos para lo cual han de realizar otras 
tantas gestiones administrativas ante las correspondientes instancias.

Y es que la solicitud de asistencia jurídica gratuita viene como consecuencia de la incoación y 
tramitación de un expediente de protección sobre el menor, expediente en el que destaca el 
informe social, emitido por los Servicios Sociales Comunitarios, en el que entre otros extremos 
se analiza la capacidad económica de la familia, sus fuentes de ingresos y el patrimonio de 
que disponen para hacer frente a sus diversas obligaciones.

6.3  Algunos datos estadísticos sobre la pobreza infantil en Andalucía

6.3.1 ¿Cuántos niños y niñas pobres hay en Andalucía?

En los últimos años, España ha venido ocupando uno de los puestos con mayor tasa de riesgo de 
pobreza entre los Estados miembros de la Unión Europea. Nuestro país no solo tiene una incidencia 
de pobreza monetaria superior a la existente en la mayor parte de los socios comunitarios, sino que 
además la intensidad o crudeza de dicha pobreza es mayor también para gran parte de la población 
afectada.

En efecto, España se encuentra entre los países de la Unión Europea con una distribución de la renta 
entre hogares más desigual. Aunque la reciente recesión económica deterioró especialmente los 
ingresos de los hogares con menos recursos, la alta desigualdad en España precede a los años de 
recesión, y la recuperación experimentada desde 2013 no la ha corregido sustancialmente. En 2018, 
el último año para el que Eurostat ofrece datos comparados, el coeficiente de Gini en España es 
casi tres puntos superior a la media de la Unión Europea, y los ingresos del veinte por ciento de los 
hogares de renta más baja representan solo una sexta parte de los ingresos del veinte por ciento con 
renta más alta, mientras en la Unión Europea esta proporción es solo de una quinta parte.

Asimismo, existe una marcada diferencia entre territorios dentro de España y, con independencia 
de que se use el indicador AROPE o simplemente la tasa de riesgo de pobreza monetaria, Andalucía 
se encuentra junto con Extremadura y Ceuta en unos elevados índices de pobreza14. Y dentro 
del colectivo más afectado por la situación de pobreza, las personas menores de edad ocupan un 
lugar privilegiado muy por encima del que afecta a sectores de la población con mayor edad. 

14 Estrategia Nacional de Prevención y Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social 2019-2023. Ministerio de Sanidad, Consumo 
y Bienestar Social. Gobierno de España. https://eapn.es/ARCHIVO/documentos/noticias/1553262965_estrategia_prev_y_
lucha_pobreza_20

https://eapn.es/ARCHIVO/documentos/noticias/1553262965_estrategia_prev_y_lucha_pobreza_2019-23.pdf
https://eapn.es/ARCHIVO/documentos/noticias/1553262965_estrategia_prev_y_lucha_pobreza_2019-23.pdf
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